AYUDA MEMORIA
1. DATOS DEL EXPEDIENTE.-

1.1
Demandante:
INVERSIONES  STOP  S.A.C.
1.2
Demandados:
Vocales de la Corte Suprema

1.3
Expediente Nº 00423-2008  
             QUINTA SALA CIVIL DE LIMA
1.4
Materia:
Proceso de Amparo

1.5
Objeto: SE DECLARE LA NULIDAD DE LA RESOLUCION SUPREMA DEL  12  DE OCTUBRE  DEL 2007; Y EN CONSECUENCIA, LA NULIDAD DE LA SENTENCIA DE VISTA DEL 31 DE JULIO DEL 2007 Y DE LA SETENCIA  DE PRIMERA INSTANCIA DEL 03 DE ABRIL DEL 2007.
2.   ANTECEDENTES.-

     2.1. 
En el año 2004, el Procurador Público del Gobierno Regional de Lambayeque inicia contra la Empresa de Inversiones STOP S.A.C.  un proceso judicial sobre NULIDAD DE ACTO JURIDICO, donde se cuestiona la Escritura Pública que se deriva del proceso Administrativo de Convocatoria  a una Licitación Pública para la concesión del derecho de superficie por 1,368 Hectáreas  con 4,800 metros cuadrados de área de influencia del Terminal Marítimo de Puerto Etén.
     2.2.
Dichos contratos constituyen la ejecución de acto del acto administrativo contenido en la Resolución N°003-98-SAC/MDPE publicada en el Diario “El Peruano” el 04 de Diciembre de 1998, expedido por el Comité de Aprobación de Contratación de la Municipalidad Distrital de Puerto Etén, con lo que dieron fin a procedimiento administrativo de Licitación Pública Especial N°001-98-MDPE.
  2.3.
Debido a supuestas irregularidades en dicho procedimiento administrativo, después de seis años, el Gobierno Regional de Lambayeque inicia el proceso descrito en el numeral 1. Dicho proceso fue tramitado  ante el Séptimo Juzgado Civil de Lambayeque, la Primera Sala Superior Civil  de Lambayeque  y  la Sala Civil de la Corte Suprema  de Justicia de la República.

   2.4.
En dicho proceso, la demandada señaló que los actos jurídicos que se pretenden cuestionar son contratos administrativos, siendo de aplicación las normas del derecho administrativo, específicamente las normas del Decreto Supremo N°02-94-JUS (TUO de la Ley de Procedimiento Administrativo), aplicable por temporalidad, que señala un plazo de prescripción para solicitar la nulidad de actos administrativos de dos años (Art. 110°).
     2.5
La demanda de dicho proceso solo pudo ser aplicada hasta el 11 de Octubre del 2003, es decir, cuando el plazo había prescrito. A pesar de ello, el Séptimo Juzgado Civil de Lambayeque mediante Resolución del 31 de Julio del 2006, señala que el plazo Prescriptorio a aplicarse es del Código Civil, más no de la Ley de Procedimiento Administrativo General. Dicha decisión fue confirmada por la sala Civil  Superior de Lambayeque, mediante auto de vista del 12 de Octubre de 2006 señalando que el acto jurídico cuestionado son actos contractuales celebrados con terceros civiles.
2.6.
Ello es relevante debido que podría determinar la correcta vía procedimental: Contencioso administrativo o civil.

2.7.
Durante la secuela del proceso se expidieron las Sentencias del proceso, derivándose los actuados en sede Casatoria ante la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia de la República. El Recurso de Casación interpuesto se sustento en las siguientes causales:
· La aplicación indebida del Art. IV y VI del Título Preliminar y el Art. 220° del Código Civil, debido que la Sala Superior efectuó un pronunciamiento respecto a la declaración judicial del derecho  de propiedad, cuando dicho pronunciamiento había sido dilucidado a favor de la Municipalidad de Puerto Eten.
· La aplicación indebida de la Ley N° 24691 del 10 de Junio de 1987 que “declaro de necesidad y utilidad pública el proyecto de construcción y puesta en funcionamiento del Terminal Marítimo de Puerto Etén en el Departamento de Lambayeque, encargado al Poder Ejecutivo la realización de los estudios, obras y equipamiento correspondiente”, sin haber tenido conocimientos que dicha norma fue derogada por el Decreto Ley N° 25882 (Art.1° y 3°), que incluye a ENAPU en el proceso de promoción del inversión privada y la liquidación de Puerto Etén.

· La desnaturalización de vía procedimental, conforme a lo expuesto en los numerales 1.1. a 1.6, por afectación al Debido Proceso legal. Asimismo, se cuestiona la falta de motivación de la decisión judicial.
2.8.

Mediante Resolución Suprema del 12 de Octubre de 2007 se declara IMPROCEDENTE el Recurso de  Casación (auto calificatorio).
3.
FUNDAMENTOS PARA DECLARAR FUNDADA LA DEMANDA.-

3.1.
Primera vulneración.-La falta de motivación de la Sentencia Suprema – Inc.5) del Art. 139° de la Constitución.- La Sentencia Suprema solo refiere que la sentencia de Vista está debidamente motivada, no bastando citar las normas y leyes. Asimismo no se han pronunciado debidamente respecto a la vía judicial correspondiente en el presente caso.
3.2.
Segunda vulneración.- Desviación del procedimiento predeterminado por la ley – Inc. 3) del Art. 139° de la Constitución.- El proceso judicial materia de cuestionamiento se debió haber tramitado en la vía contencioso administrativa, mas no en la vía civil. Debemos señalar que se debió haber tenido en consideración lo establecido en el Art. 148° de la Constitución Política del Estado.
AYUDA MEMORIA DEL CASO “CONCESION DE PUERTO ETEN”
En el año 1998 La Municipalidad Distrital de Puerto Eten, al haber obtenido en tiempo anterior, por parte de la Empresa Nacional de Puertos, el muelle que era de su propiedad, y ante la inacción del Estado, Gobierno Regional  y otras autoridades responsables del desarrollo de los pueblos, llegó a convocar a Licitación Publica , mediante decreto de Alcaldía , publicado en el diario oficial El Peruano, la misma que instruía respecto a sus bases, presentación de postores y demás, siendo de público conocimiento los resultados que se obtuvieron , en ese sentido ganó la licitación la empresa Inversiones Stop SAC, la que se encargó del saneamiento físico legal hasta su definitiva inscripción registral, sobre las áreas de influencia, como así se consiguiera y acto seguido el registro inscriptorio a favor de la concesión obtenida, esto data hasta los fines del año 2001.
El Alcalde de Puerto Etén, Teodoro Granados Calderón, mediante sendos Acuerdos de Concejo N° 55 y 56 del 1ero de Octubre  del 2003, anula nuestra concesión y se otorga a la ONG  ESCOPRO SUIZA, habiéndose establecido  plenamente  que era  un acto por demás ilícito, lo que al ser denunciado evacuaron  otro Acuerdo de Consejo para dejar sin efecto el que otorgaba a la ONG.

Ante esta conducta del alcalde, aparecen otros personajes de la vida política en especial Javier Velásquez Quesquen (Congresista) y Yehude Simon Munaro (Presidente Regional de Lambayeque) quienes  utilizando sus poderes, el primero Psdte. de la Comisión de Fiscalización de esta época  después de crear toda una parafernalia en el Congreso conduciéndola a su fiel estilo, logró obtener una votación favorable para aprobar un proyecto de informe final (que no logró acreditar haber sido  aprobado por el pleno de dicha comisión) en la que denunciaba a Pedro Sanchez Chima, Raúl Israle Díaz, Erick Puican Arbulú  y Santos Llontop Isique, en calidad de Alcaldes de Puerto Eten,  Presidente del Comité de Aprobación de Contrataciones Y Gerente de la empresa  Inversiones Stop quien ganara la licitación.
Basaba su mal accionar en que existían los delitos de Cohecho Pasivo propio, Colusión Ilegal y Corrupción de Funcionarios, argumentando que todos en contubernio habíamos planeado llevar a cabo la licitación pública, sin cumplir los requisitos de ley, como la de señalar que no existían los expedientes administrativos ni técnicos (presentado por I. Stop)  para la licitación y una vez otorgada la misma conseguir  el despojo del bien inmueble en agravio de la comuna, y ello en razón al haber  suscrito un convenio por un millón de dólares americanos que pagaría Inversiones Stop al Alcalde Sanchez Chima por haber conseguido  la inscripción  en los Registros Públicos respecto a las áreas concesionadas.
Esta  denuncia  tramitada por el propio Javier Velázquez Quesquén ante la Fiscal Decana de Lambayeque, fue aceptada y formalizada en un día y apertuada instrucción ante el Séptimo Juzgado Penal de Chiclayo y después  de terminada dicha etapa se elevó a la Tercera Sala Penal de Lambayeque y previa acusación fiscal y tras largo proceso se expidiera sentencia absolutoria, la que su propio texto revela información que conlleva a determinar que si existieron los negados expedientes tanto técnicos como administrativos, y respecto a la supuesta contundencia probatoria del convenio del millón de dólares una declaración judicial que desterró no solo su existencia sino su procedencia.
Al interponer Recurso de Nulidad la Fiscalía Suprema no solo opinó por No Haber  Nulidad en la sentencia recurrida, sino que además  dejó establecido la grave actuación del alcalde con respecto a haber generado los acuerdos de concejo a favor de ECOPRO.
La sala penal permanente de la Corte suprema de la República declaró el No Haber Nulidad en la sentencia  recurrida, agregando además considerándos que respaldan el correcto accionar de I. Stop y por ende a absolución DEJA  DETERMINANTE LA TRANSPARENCIA DE LA BUENA PRO OBTENIDA.  
Por su lado Yehude  Simon, abrió otro camino judicial, constituyendo como  su argumento mas fuerte precisamente la acción penal instaurada e interpuso mediante su Procurador la Nulidad de Actos Jurídicos y cancelación  del Asiento de Inscripción en los Registros Públicos, la misma que se tramitó y sentenció por el Juez de  Séptimo Juzgado Civil de Chiclayo en la que abiertamente  y por encima de las  disposiciones constitucionales ( por haberse interpuesto en vía no adecuada  – debe ser contencioso administrativo – y en ella se encuentre extinguida por el tiempo para accionar)  favoreció  a la región y declarara  fundada la demanda, confirmada por el Superior y en vía de casación su improcedencia en la admisión, lo que ha generado la nulidad  peticionada y la cancelación del asiento registral

Reitero que las sentencias expendidas por el juez,  la confirmada por la Sala Civil son espurias, pues desde la interposición de la acción esta nunca debió ser admitida por el juzgado  pues la vía correcta para este tipo  de acción  es la contencioso-administrativa en sede judicial, en razón a  que los actos jurídicos que se pretenden desconocer su validez,  son consecuencias de ACTOS ADMINISTRATIVOS  QUE HAN SIDO  PRODUCTO DE LA LICITCION PUBLICA CONVOCADA POR ENTIDAD PUBLICA Y DEBIDAMENTE PUBLICITADA,  además de haberse llevado a cabo en acto público y con Notario público.

Lo lamentable de todo ello es que la injerencia política en los medios judiciales han sido tan relevantes que no les ha preocupado favorecer en contra de la Ley de la materia, por estar respaldados en ese entonces por quienes con su propio tinte político  hasta la fecha se encuentran en el poder, este sustento extra legal no es arriesgado al expresarlo sino que siendo parte de la vivencia de los procesos se han visualizado y percibido en extenso.

A pesar de ello, hemos interpuesto la acción de amparo que se encuentra en trámite ante la Quinta Sala  Civil de Lima,  con el sustento básico de los hechos expuestos, principalmente las anomalías (por llamarlo de alguna forma) existentes en los expedientes y vicios de carácter legal que ha incidido la propia sala Suprema en lo Civil.
A la fecha nos encontramos a la espera de la vista de la causa señalada para el 27 de agosto del año en curso,  resultando que expedida la sentencia que nos ampare, obtengamos la medida cautelar que deje sin efectos las sentencias espurias y por lo tanto de vigencia la concesión. 

